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66001-31-18-001-2016-00100-01
Accionante:
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NUEVA EPS – SURA y OTRO
Proceso:



Acción de Tutela – Confirma improcedencia de la acción

Magistrado Ponente:

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
TEMA: 



REINTEGRO, PAGO DE INCAPACIDAD, AFILIACIÓN AL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL / IMPROCEDENCIA / NO EXISTE INMEDIATEZ / EXISTE OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL. “En el caso concreto, pretende el accionante, como ya se ha dicho, se ordene el reintegro laboral a que dice tener derecho por estar incurso en una causal de estabilidad laboral reforzada, pero que fue desconocido por la sociedad empleadora al terminar el contrato el 15 de marzo de 2016. (…)Sin embargo, solo el 19 de septiembre de este año solicitó protección constitucional. Es decir, que transcurrieron más de seis  meses desde la fecha en que se produjo la desvinculación laboral, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo. Y de otro lado, no se evidencia la existencia de una justa causa que justifique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, pues ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. (…) En relación al alegato del actor sobre un supuesto despido injusto, este hecho, tal como lo consideró el juez de primera instancia, no puede ser resuelto en sede de tutela al considerarse un conflicto de tipo legal que debe ser ventilado en la justicia ordinaria. (…) Lo anterior también es aplicable a la solicitud de pago de incapacidades laborales (…)”.

Jurisprudencia citada: Sentencia T-580 del 2011.
---------------------------------------------------------------------------------------------------

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, noviembre once (11) de dos mil dieciséis (2016)  


Acta No. 539 del 11 de noviembre de 2016

Expediente No. 66001-31-18-001-2016-00100-01
Procede la Sala a decidir la impugnación propuesta por el accionante José Ever Agudelo Arias, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el pasado 29 de septiembre, en la acción de tutela que aquel instauró contra la Nueva EPS, Sura ARL y Servicios Especiales Servicol S.A.S.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El 22 de octubre de 2015 ingresó a laborar con la sociedad Servicios Especiales Servicol, en el parque Ukumarí.

1.2 El 15 de marzo de 2016 le fue terminado el contrato de trabajo, a pesar de que había sufrido un accidente laboral, a consecuencia del cual fue atendido por la ARL Sura, en la Clínica Los Rosales de esta ciudad.

1.3 Dicha aseguradora le concedió cinco días de incapacidad, prestación que no fue cubierta ni por esa entidad ni por la sociedad empleadora.
1.4 La Nueva EPS ni la ARL le han brindado el tratamiento médico requerido. 
1.5 Su empleador terminó el contrato de trabajo ilegalmente ya que no obtuvo permiso previo del Ministerio de la Protección Social para poder despedirlo.
1.6 Carece de medios económicos para garantizar su sustento.
2.- Considera lesionado sus derechos fundamentales al mínimo vital, la salud, la estabilidad laboral y la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a Servicios Especiales Servicol S.A.S. a) reintegrarlo a un empleo acorde a sus limitaciones físicas, b) pague la incapacidad concedida, c) lo afilie al sistema general de seguridad social, para continuar con su rehabilitación y d) pagar los honorarios de la Junta de Calificación de Invalidez de Risaralda. A la  Nueva EPS pide, se le ordene garantizarle la atención en salud.
A C T U A C I Ó N     P R O C E S A L

1.- Por auto del 20 de septiembre de 2016 se admitió la demanda y se ordenaron las notificaciones de rigor.
2.- Dentro de la actuación de primera instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La representante judicial de Sura ARL manifestó que de conformidad con su base de datos, el actor fue vinculado a riesgos laborales por Servicol SAS, por el periodo comprendido entre 1 de febrero y el 15 de marzo de 2016; el 16 de marzo de este año se dio apertura al siniestro por presunto accidente laboral ocurrido el día anterior, por el cual fue atendido en la Clínica Los Rosales; de acuerdo con el dictamen del 29 de junio de 2016, la comisión calificadora determinó que el evento no corresponde a un accidente de trabajo. Por tal motivo, se suspendió la prestación del servicio de salud, pues al tratarse de una enfermedad de origen común dicha atención corresponde a la EPS a que se encuentra afiliado el paciente. Solicita absolver a su representada.
2.2 El representante legal de Servicol SAS se opuso a las pretensiones con sustento en que en este caso no se han lesionado los derechos fundamentales del actor, pues el contrato laboral se dio por terminado por parte del trabajador el 15 de marzo último, según consta en la carta de renuncia irrevocable de esa misma fecha. Además, el actor nunca sufrió ni reportó un accidente de trabajo, de lo contrario se hubiera elevado el correspondiente requerimiento a la ARL.  
2.3 La Nueva EPS guardó silencio.

3.- Mediante sentencia del 29 de septiembre último, el señor Juez Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira decidió negar por improcedente la tutela.
Para decidir así, estimó que los hechos que generan la supuesta vulneración de derechos fundamentales ocurrieron el 15 de mayo (sic) del año en curso y la tutela fue presentada el 19 de septiembre pasado, es decir luego de seis meses, razón por la cual se incumplió el requisito de inmediatez.

Respecto al derecho a la estabilidad laboral reforzada indicó que en este caso no se arrimaron pruebas de que la terminación del vínculo laboral haya sido consecuencia del estado de salud del actor. Además, si lo que pretende es debatir un supuesto despido indirecto, ello constituye una controversia de tipo legal que escapa a la competencia del juez de tutela.
4.- Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Como motivos de su disenso indicó que el juez de primera instancia desconoció que el mismo día en que sufrió el accidente se comunicó con Diana Ramírez, en las oficinas principales de Ukumarí, para reportar el suceso, pero no obtuvo respuesta; primeramente fue atendido en la Nueva EPS y de allí lo remitieron a la “ARL de la Clínica Los Rosales”; el 16 de marzo se dirigió a Servicol para informarles del accidente laboral, pero le informaron que no iban a pagar la incapacidad y que le terminarían el contrato, sin brindar explicación alguna; luego de transcurridos los cinco días de incapacidad acudió nuevamente a la sociedad empleadora y allí le comunicaron que le pagarían la liquidación si firmaba el recibido de la misma y la carta de renuncia. Este último documento fue elaborado por el patrono en un computador, razón por la cual no es cierto el hecho de que él haya presentado la citada renuncia cuando ni siquiera sabe manejar tal herramienta tecnológica; hasta la fecha no ha podido encontrar empleo, las entidades accionadas no han pagado la incapacidad generada y sigue padeciendo fuertes dolores en su columna y en su pierna derecha. Solicitó se revoque la sentencia de primera instancia y se acceda a sus pretensiones. 
5.- En esta sede se requirió al actor con el fin de que aportara copia de la historia clínica en la que constara el tratamiento que se le ha brindado desde la fecha en que cesó la incapacidad que se le concedió el 16 de marzo de 2016.

C O N S I D E R A C I O N E S 
1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Nacional, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2.- Pretende el demandante se protejan sus derechos fundamentales al mínimo vital, la salud, la estabilidad laboral y la seguridad social y en consecuencia, se orden a su antiguo empleador reintegrarlo a un empleo acorde a sus limitaciones físicas, pagarle la incapacidad concedida, afiliarlo al sistema general de seguridad social y pagar los costos del dictamen de calificación de la pérdida de la capacidad laboral. Mientras que a la Nueva EPS garantizar la atención en salud.

3.- Está demostrado que el 16 de marzo de 2016, el accionante fue atendido en la Nueva EPS por “dolor en talón por accidente laboral”, en consecuencia fue remitido a la ARL
; ese mismo día fue atendido en la Clínica Los Rosales
 y allí se le otorgó una incapacidad médica por cinco días desde el 16 al 20 de marzo de este año
.

También, que en su historia clínica no se registran acontecimientos de salud diferentes a la atención brindada el día 16 de marzo de 2016, como quiera que al ser requerido por esta Sala para que acreditara el tratamiento que se le ha venido brindando desde que culminó la incapacidad arriba citada, únicamente incorporó copia de la historia clínica generada por la Nueva EPS aquel mismo día y de la referida incapacidad laboral
.
4.- Es sabido que uno de los principios que caracterizan la tutela es el de la inmediatez, en virtud del cual, a pesar de no existir un término de caducidad para instaurarla, quien considere lesionado un derecho fundamental del que es titular, debe acudir a ese mecanismo excepcional de defensa judicial en un plazo razonable y oportuno a partir de la ocurrencia del hecho que le causa el agravio.

La Corte Constitucional en su jurisprudencia ha enseñado que la solicitud de amparo debe elevarse en un plazo razonable, oportuno y justo, conforme a las condiciones de cada caso y ha precisado que la inexistencia de un término de caducidad no implica que la tutela pueda instaurarse en cualquier tiempo. Así, ha dicho:

“Si con la acción de tutela se busca la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, frente a su presunta vulneración o amenaza, la petición ha de ser presentada en el marco temporal de ocurrencia de la amenaza o violación de los derechos. Pues, de no limitar en el tiempo la presentación de la demanda de amparo constitucional, se burla el alcance jurídico dado por el Constituyente, y se desvirtúa su fin de protección actual, inmediata y efectiva… 

…Frente a la inmediatez se ha dicho que, pese a no tener un término de caducidad expresamente señalado en la Constitución o en la ley,  la acción de tutela como mecanismo de protección constitucional procede dentro de un término razonable y proporcionado contado a partir del momento en que se produce la vulneración o amenaza al derecho. Se justifica la exigencia de dicho término toda vez que con éste se impide el uso de este mecanismo excepcional como medio para simular la propia negligencia o como elemento que atente contra los derechos e intereses de terceros interesados, así como mecanismo que permite garantizar los principios de cosa juzgada y seguridad jurídica que se deprecan de toda providencia judicial… 
De este modo, la oportunidad en la interposición de la acción de tutela se encuentra estrechamente vinculada con el objetivo que la Constitución le atribuye de brindar una protección inmediata, de manera que, cuando ello ya no sea posible por inactividad injustificada del interesado, se cierra la vía excepcional del amparo constitucional y es preciso acudir a las instancias ordinarias para dirimir un asunto que, debido a esa inactividad, se ve desprovisto de la urgencia implícita en el trámite breve y sumario de la tutela”
.

En el caso concreto, pretende el accionante, como ya se ha dicho, se ordene el reintegro laboral a que dice tener derecho por estar incurso en una causal de estabilidad laboral reforzada, pero que fue desconocido por la sociedad empleadora al terminar el contrato el 15 de marzo de 2016.
Sin embargo, solo el 19 de septiembre de este año solicitó protección constitucional
. Es decir, que transcurrieron más de seis  meses desde la fecha en que se produjo la desvinculación laboral, sin que haya actuado con la urgencia y prontitud con que ahora demanda el amparo.

Y de otro lado, no se evidencia la existencia de una justa causa que justifique los motivos por los que permitió que el tiempo transcurriera sin promover la acción, pues ninguna consideración al respecto hizo en la demanda con la que se inició el proceso que permitía deducirla. Sin que sean de recibo los argumentos del accionante, relativos a una supuesta condición de discapacidad, la cual, como quedó dicho, quedó ausente de prueba y todo parece indicar que la patología generada por el accidente fue superada desde el mes de marzo de este año.   
Así las cosas, se concluye que se halla ausente el requisito de inmediatez que se analiza y por tal razón el amparo reclamado resulta improcedente, pues si el demandante consideró afectados sus derechos fundamentales con terminación del contrato laboral, ha debido acudir ante los jueces constitucionales dentro de un término razonable en busca de su protección. Empero, permitió que transcurrieran más de seis meses para instaurarla y ese pasivo comportamiento permite inferir el desinterés de su parte en lograr un amparo oportuno. 
5. En relación al alegato del actor sobre un supuesto despido injusto, este hecho, tal como lo consideró el juez de primera instancia, no puede ser resuelto en sede de tutela al considerarse un conflicto de tipo legal que debe ser ventilado en la justicia ordinaria. 
Lo anterior también es aplicable a la solicitud de pago de incapacidades laborales pues de acuerdo con el parágrafo 1° del Artículo 40 del Decreto 1406 de 1999, modificado por el artículo 1º del Decreto 2943 de 2013, dichas prestaciones estarán a cargo del empleador, la EPS y de la ARL, según sea el caso; para ese efecto, es necesario que para la fecha del accidente laboral, concurra el vínculo laboral y la afiliación al sistema general de seguridad social, lo que en este asunto no ha quedado acreditado pues para la fecha  en que las incapacidades se generaron, del 16 al 20 de marzo de 2016, ya había culminado el contrato de trabajo y la cobertura en riegos laborales. Por tanto, al juez de tutela tampoco le es dable pronunciarse sobre esa circunstancia.
6. El demandante también invocó la salvaguarda a su derecho a la salud que considera lesionado por la Nueva EPS y la ARL Sura al suspender el servicio de salud que le venían prestando. No obstante, para negar ese amparo basta decir que, tal como quedó acreditado, no existe prueba de que el actor haya requerido nuevos tratamientos de salud y que en consecuencia se le esté negando el acceso a ese derecho. De todas formas, según la respuesta que la Nueva EPS le brindó al actor el 20 de junio de este año
, aparece activo en esa entidad, en el régimen subsidiado, razón por la cual no hay de donde concluir que se encuentra desprotegido en salud. 
7.- Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, aunque se aclarará en el sentido de que el amparo solicitado para acceder a la estabilidad laboral reforzada resulta improcedente porque no se satisface el requisito de que se trata, mas no “negar por improcedente”, porque ello contiene dos figuras totalmente diferentes que deben aplicarse a casos distintos.
Y se adicionará para negar la tutela frente a la Nueva EPS y la ARL Sura.  

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala No. 1 de Asuntos Penales para Adolescentes, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el pasado 29 de septiembre, en la acción de tutela instaurada por el accionante José Ever Agudelo Arias, contra Servicios Especiales Servicol S.A.S. ACLARÁNDOLA en el sentido de ser improcedente el amparo reclamado. Y se ADICIONA para negar la acción de amparo contra la Nueva EPS y Sura ARL.
SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- Como lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Notifíquese y cúmplase, 
Los Magistrados,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

DUBERNEY GRISALES HERRERA
(ausente con causa justificada)
� Folio 9, cuaderno No. 2


� Folios 10, 11 y 12, cuaderno No. 1.


� Folio 9, cuaderno No. 1.


� Folios 9, 10 y 11 cuaderno No. 2


� Sentencia T-580 del 2011


� Folio 2 cuaderno No. 1


� Folio 15 cuaderno No. 1
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